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14894 Sala Scgul1d:1. Rccurso de Amparo 17'4;1984. Senten­
cia numo 34/1985. de 8 de julio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra. Presidente.... don Luis Díez­
Picaza v Ponee de León. don Francisco Tom~s 1/ Valiente. don
Antonio Truyot Serra y don Francisco Pera Verdáguer. Magistra­
dos. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la Siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 774/1984. interpuesto pOr la
Procuradora de los Tribunales doña Felisa López Sánchez. en
nombre de don Manuel Sah'ado Giménez. defendido por el
Letrado don José María Guerrero Villapalos. contra la Sentencia
dictada por el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Santiago de
Compostela. con fecha 27 de septiembre de 1984, en la apelación
interpuesta. por el hoy solicitante del amparo contra otra Sentencia
dictada por Id Juzgado de Distrito núm. 3 de la referida ciudad,
recaída en juicio de faltas núm. 555 de 1984, por p"resunta violación
del derecho reconocido en el arto 24 de la Constitución.

En el recurso han sido partes el Ministerio Fiscal y el Procura­
dor de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén, asistido por
el Letrado don Osear Fernandez Refajo, en representación de don
Secund;no Gareia-Golrea. Ha sido Ponente el Magistrado don Lúis
Dú:z·Picazo, QUien e>-presa el parecer de la SaJa.

l. ANTECEDENTES

Primero.-EI dia 9 de octubre de 1983. cuando conducía un
automóvil de su propiedad por la avenida de Rodríguez Viguri. en
la localidad de Santiago de Compostela, don Manuel Sa"'·ado
Gimenez atropelló a doña lourdes Pintos Maraña. Quien sufrió
lesiones graves y falleció en el Hospital General de Galicia el
~lf1J¡ente dia 21 de octubre. Al fallt'cer. la mencionada señora dejó
nudo. don Secundino García Garea. y un hijo de ocho años
llamado Marcos Garda Pintos.

Los hechos mecionados dieron lugar a unas diligencias seguidas
ante el Juzgado de Instrucción núm. 3 de Santiago de Compostela,
en las que se del.:laró.. por Atito de fecha 22 de marzo de 1984. que
lo') hechos cuestionados eran constitutivos de una falta. rcmiti~n­

dose por ende las actuac,iones al Juzgado de Distrito núm. 3. el
cual. tras el correspondiente juicio. que llevó el núm. de arde"n 555
de 1984. dictó Sentencia con fecha 18 de maya de 1984. cuya parte
dispositiva decía lo siguiente: «Fallo. Que debo condenar y
condeno a Manuel Salvado Giménez a las penas de multa de 5.000
pesetas. reprensión pl1vada. privación del permiso de conducir por
un mes. a pagar las costas y a indemnizar las siguientes cantidades:
107.000 pesetas. que se pagaran directamente al Hospüal General
de Galicia; 126,500. al esposo para gastos funerarios. y 3.000.000 de
pesetas para esposo e hijo. por mitad (1.500.000 pesetas para cada
'.loo). En ejecución apliquese el arto 921 bis). Las indemnizaciones
las pagará por el condenado la Compañia aseguradora. dentro de
los limites cualitativos y cuantitativos de. seguro obligatorio,
quedando el resto de cargo del condenado en forma exc!usiva.- Y asi
por esta mi sentencia definitivamente juzgando en primera instan­
cia. lo pronuncio. mando v firmo,~

Contra dicha sentencia interpuso recurso de apeJación don
Manuel Salvado Giménez, y sustanciado el recurso. dictó en --el
Sentencia el Juzgado de Instrucción núm. l de Santiago de
Compostela en fecha 27 de septiembre. de 1984. En, la pane
di~positivade esta Sentencia se establecía lo sig.uiente: «Fallo: Que
desestimando el recurso de apelación interpuesto contra la -senten­
cia dictada por el Juez de Distrito núm. 3 de Santiago de
Compostela. en fecha 18 de mayo de 1984. debo confirmar en parte
dicha resolución. la que se revoca en el particular de condenar a
~tanuel Salvado Giménez a la privación del carné de conducir por
dos meses e indemnice en 4.000.000 de pesetas a Secundino García
Garea y en 1.000.000 de pesetas a su hijo Marcos Garea Pintos. a
cargo de la Compañia de ··L;nión Ibérica de Seguros. Sociedad
-\nónima". v en lodo caso. del condenado. con aplicación del· arto
921 bis de lá Ley de Enjuiciamiento Ci\liL Se imponen al apelante
las costas de la alzada»~

Segun~o.-Por escrito ~e fecha 3 ~ d~ octubre de 1984. i~gresado
en el Reglstro de este Tnbunal el sIgUiente día 7 de noviembre. la
Procurador~. de los Tribunales doña Felisa López Sánchez, en
re:presentaClOn de. don r.,:lanuel Salvado Giménez. interpuso recurso
de arr.paro constItUCIOnal. en el Que solicitó se declarara nula la
Sentencia dictada por el Juzgado de Instrucción num. 1 de S,lntiago
Ot: Compostela en 27 de septiembre de 1984. retrotra;'·endo las
a~'tl..!3(_'10nes al mamen lO proclo'sal inmcdiatJml'llte an¡Cfl0r a la

Sentencia impugnada a fin de Que se confilme íntegramente la
dictada por el Juez de Distrito núm. 3. o bien. admitiendo (")
recurso interpuesto, se di~te Sentenda conforme a lo interesado en
el acto de la vista de la apelación, Funda la representación de don
Manuel Salvado Giménez la anterior pretensión en que la Senten­
cia impu&nada viola el derecho a la tutela efectiva de -Jueces y
Tribunales reconocido en el arto 24 de la Constitución. Esta
violación se produce a causa de la "[armario in peius que existe en
la Sentencia objeto del recurso, vedada por imperativo del precepto
constitucional referido.

Tercero.-Admitido a trámite el recurso. v comparecido don
Secundino Gama Garea. representado por el Procurador de los
Tribunales don Argimiro VázQuez GuiHén. se dio vista de las
actuaciones a las partes personadas a fin de que realizaran las
oportunas alegaciones.

Dentro del ténnino al efecto conferido. el sohcltante del amparo
evacuó el traslado insistiendo -en sus pretensiones iniciales. El
Fiscal General del Estado solicitó que se dicte Sentencia que
otorgue el amparo pedido por el señor Salvado Giménez. Por el
contrario, la representación de don Secundino García Garea ha
solicitado la desestimación del recurso de amparo, sosteniendo. en .
síntesis, que el 'recurso de amparo no es una tercera instancia. sino
que su función se circunscnbe a la protección de los derechos
fundamentales y libertades públicas reconocidos en los arts, 14 a 29
de la Constitución y que la competencia de la jurisdicción
constitucional se circunscribe al examen de la constitucionalidad y
no de la legalidad; que el recurso se interpuso por haberse
empeorado la condición del recurrente, y ese no es ningún derecho
que proclame la Constitución. y que en ningún momen'to puede
decirse que se hayan alterado los términos del litigio. ya que sobre
los térmtno5 en Que la contienda se ha producido -inicialmente se
pidieron como indemnización de daños y perjuicios 7.000.000 de
pesetas. y finalmente se otorgan 5.000.000 de pesetas-. se ha dado
al recurrente oportunidad de defenderse.

Cuarto.-Conclusas las actuaciones se señaló para el fallo de este
asunlo el dia 5 de junio del presente año, Quedando terminada la
votación del mismo el 3 de julio siguiente.

11. tuNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-La figura llamada de la reforma peyorativa (I"~romw­
lio in peius) consiste, como es bien sabido. en,Ja situación que 'Se
produce cuando la condición juridica de un recurrente resulta
empeorada a consecuencia exclusivamente de su recurso. Por regla
general, los ordenamientos ~urídicos vedan tal situación. En el
Derecho Positivo español la mterdicción de la reforma peyorati va
encuentra un reflejo en la disposición contenida en el art. 901 de
la Ley de Enjuiciamiento Crimina!, Que. al referirse al recurso de
casación en el orden penal. preceptúa Que si la Sala casa la
resolución objeto del recurso en virtud de alguo motivo fundad<J en
la infracción de Ley. dictará a continuación, p~ro separadamente.
la Sentencia que proceda confonne a Derecho, sin más hmitació·n
-a·ñade- Que la de «IlO imponer pena superior a la señalada en la
Sentencia casada o a la Que correspondetía conforme a las
peticiones del recurrente, en el caso de Que se solicitase pena
mayor». No hay un precepto similar en la regulaci6n del juicio
sobre. faltas en segunda instancia, pues si bien el art. 977 ordena
devolver 10$ autos declarando desierto el recurso ,si el apelante no
se persona., no se establece ningiln otro condicionamiento de la
Sentencia" que en la apelación se dicte.

No obstante la escasei de~ legales sobre la materia en
nuestro Derecho, es opinión comúnmente admitida entender que ta
interdiccióft de" la reforma peym::ativa constituye: un principio
general del Derecho proCes¡l. Lo es. en primer IUllllr. como
consecuencia de ia regla expresada en el brocard,o lanlum dt!'l:OJu­
tum cuanlum appelatum, cuya vigencia en nuestro Derecho no
puede discutirse. Se entiende así que es la impugnación de una
sentencia lo que opera la investidura del Juez superior. que
determina la posibilidad de que éste desarrolle los poderes que
tienen atribuidos, con la limitacióo determinada por la pretensión
de las partes. De esta sueñe. salvo las expresas excepciones
previstas por la ley. el efecto devolutivo de la apelación se limita
a los puntos de la decisión reeunida a los que el recurso se refiere.
Por último, es igualmente claro que en un sistema acusatorio deben
entenderse igualmente excepcionales los poderes de actuación ex
offkio del Juez lo mismo en la primera Que en la set.unda instancia.

Segundo.-la reforma peyorativa· ha' sido objet-o de ('('}J1'HderJ­
ción eri la jurisprudencia de este Tribu.nal a través de. los ,·;ut05 de
¡nadmisión. que han dejado en claro una inicial POSICIO:'. Así. el
Auto de la Sala Primera de-15 de junio de 1983.pertiló la doctrin'!
al decir que solamente hay reforma peyorativa cuando la condición
del recurrente empeora corno consecuencia de su rccur<;o y no
cuando tal condición permanece invariable al conti-rmarse la
resoluclon recurrida. El .-\uto de la 5a!;.\ Segunda dt' 23 d~ mayo de
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1984 (recurso 889/1983 ~ 6711983) dijo que la interdiccIón de la
reformatio in peius se infringe cuando la condición del recurrente
empeora como consecuencia de su misma impu~ación. pero no
cuando se produce a consecuencia de otras alegaCiones fbrmuladas
de forma concurrente. o incluso incidental. Finalmente. el Auto de
la Sala Primera de 21 de noviembre de 1.984 (R. 423/1984) señaló
.que la interdicción de la reforma peyorativa constituye una
garantía procesal del régimen de los. recursos y tiene Su encaje
constituciOnal a través de la prohibición de la indefensión o de la
exigencia degarantias inherentes aJ proceso e.x ano 24 de la
Constitución.

1..()s A\ltos citados nos colocan ante una indiscutible conclusión:
existe una dimensión constitucional de la interdicción de la
reforma peyorativa, ,que desemboca en el conjunto de derechos
reconoeif;los por el 8rt. 24 de la. Constitución, 8 través de una de las
sigUientes vías: la prohibición de la indefensión del arto 24. t de la
C.E.,cundo'5e produce en la segunda instancia una condena de
empeoramiento, sin haberse. dado al recurrente condenado la
posibilidad de conocer los motivos de impugnación de la Sentencia
recurrida y de defenderse sobre ellos; el régimen de las garanlias
procesales y de los recursos, por .entenderse que forma parte de él
una limitación 'de los poderes decisorios del Juez superior: y.
finalmente, la idea misma de tutela jurisdiccional efectiva de
derechos e intereses., en la medida en que, constituyendo el interés
en la impugnación uno de los presupuestos de -la admisibilidad
misma, la apelación única del condenado no puede conducir a unos
resultados que estén en contraste o en contradicción con dicho
interés.

Tercero.-Es verdad que la regulación legal en el Derecho
español vigente del juicio de faltas. en primen y en segunda
instancia, es sumamente defectuosa desde muchos puntos de vista
y está indudablemente· necesitada de una seria reforma. como ya
han puesto de relieve algunas anteriores Sentencias de este Tribu­
nal. Tal juicio aparece actualmente estructurado en forma mu)
de!!!ligada del prinCIpIO dispositivo y de la aniculación entre la!!!
acusaciones y las defensas. Mas elJo no rs óbice -Iógicamente- para
que se pueda interpretar tal legislación a la luz de los pnncipios
constitucionales y sr llegue incluso ~n caso necesario a la declara­
ción de inconstitucionalidad de algunos de lo::; preceptos que
conforma tal régimen jurídico.

De esta suene. aunque tal regulación esté construida sobre una
plena cognirio del asunto por los Jueces de Primera y de Segunda
Instancia, que no queda resttingida por ningún precepto expreso
que prohíba la re./ormafiu in peius, desde el punto de vista
constitucional debe entenderse regido el susodicho juicio por los
mismos principios y reglas de los restantes juicios penales respecto
de los cuales la Constitución no distingue. pues, como dice la
Sentencia de la Sala Primera de este Tribunal 54/1985. de 18 de
abril, en'un asunto similar al presente, la concepción del Juicio de
faltas como dominado por el sistema inquisitivo varió sencilla­
mente, desde la puesta· en marcha de la Ley de Bases para la
Regulación de la Justicia Municipal. de 19 de julio de 1944., y su
posterior legislación complementaria, especialmente el Decreto de
24 de enero de 1947, el Decreto de 21 de noviembre de 1952 y la
Ley de 8 de abril de 1967, pues se entr~ó el conocimiento de la
mayor pane de las faltas y de sus procedimientos -salvo las faltas

.contra el orden publico y contra los intereses generales y régimen
de las poblaciones, Que son competencia de los Jueces de Paz- a los
Jueces Comaf('ale~ y Municipales, posteriormente denominados
Jueces de Distrito, y que en virtud del mandato del arto J22.1 de
la C.E. fonnan ya parte de la carrera judicial como Cuerpo unitario
-Ley Orgánica 5/1981, de 16 de noviembre- al igual que sucede
con Jos Fiscales de Distrito inte~dos en la Carrera Fiscal -arto 32
y siguientes del Estatuto OrgánICO del Ministerio Fiscal, aprobado
por Ley 50/1981. de 30 de diciembre-, ~ como lodos ellos son
cuerpos técnicos, desapareció una de las razones que apoyaba la
aplicabilidad del principio inquisitivo de los juicios de faltas. al ser

de la competencia de dichos Jueces y Fiscales de Distrito, y de Jos
Ju~es de Instrucción. el conocimiento de las dos instancias. por lo
que las atribuciones otorgadas por la jurisprudencia al Juez de
instancia, actuando sin. acusación previa o fuera de ella y las
garantías reforzadas y liBérrimas de supervisión del Juez de
apelación. ya no tienen razón de ser, al resultar innecesarias las
facultades extremas propias del sistema inquisitivo. por 10 demás,
no compatible con la Constitución· en el que los Jueces mantienen
una posición activa sustituyendo a las panes. que puede afectar a
su posición desapasionada,. serena e imparcial, al confundirse los
planos propios de la acusación· y la decisión. lo que se evita con el
sistema acusatorio en el· Que se desdoblan ambas funciones.
otorgándose la acusación, a través del ejercicio de la oportuna
pretensión, al Ministerio Fiscal o a las panes· acusadoras, actuando
juntas o separadamente, y al Juez la decisión definitiva de la
controversia y oposición.

En la misma Sentencia se dice que la variación en la concepción
del juicio de faltas. que resulta del ex.amen de la legalidad
sustantiva y orgánica. que la incardina esencialmente dentro del·
sistema acusatorio penal, no sólo se refuerza sino que se impone
prioritariamente. a consecuencia de las disposiciones constituciona­
les reguladoras de los derechos fundamentales y de las líbenades
públicas que se otorgan a los ciudadanos. y que por su carácter
general y expansivo impiden estimar exento de su cumplimiento a
dicho juicio de faltas. por sencil1a y abreviada Que resulte su
tramitación y benigno en las sanciones. porque el imperio ~

efectividad de las beneficiosas garantías constitucionales tambIén le
comprenden.

Cuarto.--Todo lo que hasta aquí se ha dicho determina con
claridad la solución del presente caso. En un asunto en el que sólo
fue apelante el condenado y en que el sujeto pasivo del delito y el
Mmisterio Fis;,:al se aquietaron con la Sentencia de instancia. e-l
Juez penal de Segunda Instancia. despucs de desestimar la apela­
ción. modifica ex o{fino la Sentencia. al hacerlo. incide en la
prohibición de reforma peyoratl\·a y su acto adquiere trascendencia
constitucional no sólo en la medida en que se agrava la pi.:na
impuc!>ta sino tamb¡¿-n en la medIda en que se mod¡f;có en sc-nlldú
peyorativo la condena de responsahihdad civil sin neceSidad de­
entrar a discutir si en este último aspecto la arción y IJ condena ~0n

de naturaleza el vilo de naturaleza penal. pues en uno y OlfO caso.
el mencionado principio de nuestro Derecho proces<-I:. ron su
indiscutible dimanación constitucional. queda vulnrrado \'. ('on l'!.
el daecho fundamental que reconoCl~ el art. ~4 de la COnSll1UCicl n.

~:Il.1()

En virtud de todo lo eXpt 1eslO. la Sal¿¡ Segunda de! Trihunal
ConstiluclOnal. POR L~ AUTORIDAD QU,E LE CONFIERE U
CONSTITUClON DE LA NACI0N ESPANOLA.

ha decidido:

Primero.-Estimar el presente recurso de amparo y ordenar que
don Manuel SBlvado Giménez sea restablecido en el derecho
constitucional a la tutela judicial efectiva sin indefensión que en el
presente caso ha sido vulnerado.
- Segundo.-Anular la Sentencia dictada por el Juzgado de- Ins­
trucción número 1 de Santiago de Compostela. con fecha 27 de
septiembre de 1984, de que este asunto trae causa y retrotraer las
actuaciones de la apelación del juicio de faltas mimo 555/1984. al
momento inmediatamente anterior 'de ser dictada la refenda
Sentencia,

Dada en Madrid a ocho de julio de mil novecientos ochenta ~

cinco.-Firmado: Jerónimo Arozamena Sierra.-luis Díez-Picalo ~

Ponee de León.-Francisco Tomás y Valiente.-Antonio Truyal
Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Rubricados.


